
 
 

 
 

HONORABLES MAGISTRADOS  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SALA CIVIL  

E.     S.     D.  

 

 

REF:  PROCESO DE PERTENENCIA No.2014-0498  

 DEMANDANTE: BLANCA LUCILA LOPEZ y JOSE ALFONSO NIETO 

  DEMANDADO: MARCELINO LEAL PUENTES y DEMAS PERDONAS   

                                INDETERMINADAS 

ORIGEN: JUZGADO 40 CIVIL CIRCUITO 

 

Honorables Magistrados:  

CLAUDIA MARCELA MUÑOZ ARAQUE, mayor de edad, identificada como 

aparece al pie de mi firma, actuando en el asunto de la referencia como 

apoderada judicial de la parte actora, por medio del presente me permito 

SUSTENTAR EL RECURSO DE APELACIÓN en los siguientes términos:  

  

FUNDAMENTOS DE LA NEGACIÓN DE LAS PRETENSIONES 

El despacho fundo la negación de las pretensiones por considerar que no 

existe JUSTO TITULO dado que en el certificado de tradición y libertad  

aparece un embargo  contra el demandado MARCELINO LEAL.-  

 Embargo del Juzgado 13 Civil del Circuito,  ya que la fecha de la Escritura  

Pública es posterior al embargo mencionado.-   

Argumento que con el debido respeto no comparto por las siguientes 

razones:  



 
 

 
 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

1) Quedó probado con la documental que la negociación (promesa de 

compraventa) se firmó entre las partes en fecha 31 de agosto de 

1994, fecha en la cual si se observa el certificado de tradición y 

libertad  50S – 40162341 estaba libre de cualquier embargo o 

limitación que afectara  su negociación.-  

 

2) Que el precio del inmueble se pagó entre los años 1994 – 1995 tal y 

como lo dejaron constar en la Escritura Pública 1370 de fecha 

01/09/1997  de la Notaría  61 del círculos de Notarías de la ciudad 

de Bogotá “CUARTA: El precio de venta es la suma de UN MILLÓN 

QUINIENTOS MIL PESOS  ($1.500.000,OO) MONEDA CORRIENTE, que 

el vendedor declara recibidos íntegramente  de los compradores  a su 

entera satisfacción” 

 

3) Que la posesión del inmueble mis poderdantes la tienen desde el año 

1997 hasta la fecha, tal y como se pudo probar en la inspección 

judicial  realizada por el despacho  de primera instancia.-  

 

 

4) Que la firma de la Escritura Pública se demoró por casusas 

imputables exclusivamente al vendedor, por que como se indicó  el 

precio estaba pagado desde el año 1995.- Desafortunadamente, al 

momento de la firma de la Escritura apareció el embargo del 

Juzgado 13 Civil Circuito en el certificado de tradición, situación que 

impidió el registro,  pero no quiere decir que la venta del bien no se 

hubiera hecho (en el año 1994) sobre un justo título, porque el 

inmueble estaba libre de cualquier gravamen que afectara su  

comercialización al momento  de la negociación  y  pago del bien, a 



 
 

 
 

tal punto que de no haber pagado y cumplido la parte demandada 

en este proceso, no les hubieran entregado la posesión del bien.-  

 

BUENA FE 

Solicito al despacho se tenga en cuenta que mis poderdantes, tal y como se 

ha probado a lo largo del proceso, han actuado bajo el imperio del 

principio de la buena fé, y todas sus obligaciones fueron cumplidas.-  

Su posesión (recibida en su momento directamente del propietario) ha sido  

ininterrumpida, amparados en UN JUSTO TÍTULO pues resalto que la 

negociación  data del año 1994 y no de 1997 como lo  pretende hacer ver 

el despacho.-  

 

POSESIÓN REGULAR  

Adquirida de buena fe directamente del propietario, quien incluso hasta la 

fecha aparece en el certificado de tradición y libertad y es el aquí 

demandado.-  

 

PROCESO  EJECUTIVO  TERMINADO  

Téngase en cuenta señores Magistrados que el  señor Juez  51 Civil 

Circuito, está negando la pretensiones con base en un embargo ordenado 

en virtud de proceso ejecutivo el cual para la fecha de proferir el fallo se 

encuentra terminado por desistimiento tácito y es la suscrita quien 

demostrando interés legitimo en ese Juzgado 13 Civil del Circuito,  estoy 

buscando se me autorice el retiro de los oficios de desembargo para 

tramitar el levantamiento de la Medida Cautelar, con lo cual permitiría a 

continuación radicar el fallo favorable de este caso.-  



 
 

 
 

Nótese señores Magistrados que el bien al momento de celebrar el contrato 

de promesa de compraventa, estaba dentro de lo que la doctrina y la 

jurisprudencia consideran un JUSTO TÍTULO, luego mal haría la justicia 

imponer cargas adicionales a quien ha cumplido el contrato de promesa, 

ha pagado el inmueble y ha permanecido en él desde hace más de 16  años  

tal y como las pruebas documentales, testimoniales  y los interrogatorios 

de parte se recepcionaron en el proceso así lo indican.-  

Máxime cuando la empresa demandante en el proceso ejecutivo (Juzgado 

13 Civil del Circuito) ya no existe, y es por ello como se indicó atrás que la 

suscrita a pesar de no corresponder esa carga procesal en cabeza de mis 

poderdante, está gestionando todo  para lograr el desembargo de su 

inmueble.-  

 

CARGA PROCESAL  

Téngase en cuenta que la Medida Cautelar, e incluso la inscripción de la 

medida, no cumplió el objetivo para el cual  fue  ordenada 

(pago/garantía de las obligaciones), por lo tanto  fue INEFICAZ  es decir,  

Ineficaz para interrumpir el ejercicio de la posesión que ha venido  

ejerciendo mis poderdantes desde hace más de 16 años, repito como quedo 

claramente probado por el señor Juez. Doctrina en sede de tutela. 

Reiteración de las sentencias de 10 de septiembre de 1992 y 11 de junio de 

2008. Irrelevante para desvirtuar la buena fe, pues se tramitó en 

proceso  ejecutivo aparte que  no  afecta  la buena fe de mis clientes, por el 

contrario la reafirma, es decir de los pretensores de prescripción 

adquisitiva ordinaria y, por último no cumplió su objetivo,  es decir pagar 

la obligación o en su defecto cambiar de propietario el inmueble (como 

resultado de un remate), luego  al  ser  Ineficaz la Medida Cautelar,  mal 

hace el despacho del señor Juez, darle  la fuerza jurídica que no le 



 
 

 
 

corresponde, máxime cuando ya no existe y lo único que falta es un 

trámite administrativo (radicación del oficio que ordena el levantamiento 

de las Medidas Cautelares)  

Es por ello que desde  el principio se le expuso al señor Juez la verdad, y 

en aras del principio de la buena fe, solicito se REVOQUE EL FALLO 

proferido por el Despacho del señor Juez  Cincuenta y Uno Civil Circuito y 

en su lugar se declare a favor de mis poderdantes la pertenencia por 

prescripción ordinaria  

Anexos:  

• Pruebas de las gestiones ante el Juzgado 13 Civil Circuito  

• Pantallazo rama judicial  del proceso ejecutivo  

 

Atentamente, 

 

 

CLAUDIA MARCELA MUÑOZ ARAQUE  

C. C. No. 52.485.112 de Bogotá  

T. P. No. 135.761 del C. S. de la J.  



























 
Honorables Magistrados 
Tribunal Superior de Bogotá D.C. 
Sala Civil 
Mag. Dra. Martha Isabel García Serrano 
 
 
 
Asunto:  Proceso Verbal de Adriana Uriza Támara contra Prosalud y otros.  
Rad.   2015-0052601 
 
 
 
Actuando en mi calidad de apoderado especial de la sociedad Prosalud SAS, 
debidamente reconocido dentro del proceso de la referencia, respetuosamente 
interpongo recurso de Reposición contra el auto del 7 de Julio de 2020, notificado por 
estado del 8 de julio de 2020 mediante el cual el Honorable Tribunal declaró desierto el 
recurso de Apelación interpuesto por la parte que represento, considerando que este no 
había sido sustentado en tiempo.  
 
Sobre el particular, solicito al Despacho revocar dicha decisión, por los siguientes 
fundamentos:  
 
Si bien, el decreto 806 del 4 de junio permitió agilizar los trámites e implementar las 
tecnologías de la información en los procesos y de manera especial para el trámite de 
apelaciones de sentencias en materia civil, no es menos cierto que este trámite debe 
garantizar a los sujetos procesales la debida información y el debido proceso con el fin de 
que no se vea vulnerado su derecho a la defensa.  
 
Así, los artículos 8 y 9 de dicho decreto ordenan que el interesado conozca cada 
pronunciamiento del Despacho, el cual tratándose del auto que al parecer corrió término 
para sustentar el recurso no fue conocido por parte nuestra ni tuvimos acceso al mismo.  
El artículo 9 del citado decreto indica que el estado que notifica debe insertar la 
providencia que se notifica, a la cual reitero no tuvimos acceso.  
 
No obstante lo anterior, y entendiendo la situación que se presenta en la actualidad y las 
dificultades propias que nos aquejan, por tratarse de un tema de fondo que no permite el 
trámite de un recurso interpuesto en legal forma, es preciso señalar al Despacho que el 
recurso de apelación fue presentado y sustentado en la primera instancia en audiencia en 
la cual se informaron las razones de la inconformidad con el fallo, que de conformidad 
con el artículo 322 del CGP “Para la sustentación del recurso será suficiente que el 
recurrente exprese las razones de su inconformidad con la providencia apelada” lo cual 
se hizo de manera clara y completa en el trámite de la audiencia de primera instancia sin 



ser necesario allí pero siendo entonces completamente válida para el análisis del 
Despacho en segunda instancia.   
 
Por tratarse de un tema de pura formalidad debe prevalecer el derecho de defensa y por 
ende si el recurso fue sustentado en forma en la audiencia ya señalada, así se debe tener 
por sustentado, argumentos conocidos plenamente por el apelante demandante y por 
los demás sujetos procesales, guardando así el equilibrio y la lealtad procesal pilares del 
debido proceso y por ello solicito al Honorable Tribunal dejar sin efecto el auto notificado 
el 8 de Julio de 2020 mediante el cual lo declaró desierto por no estar sustentado.  
 
Así mismo solicito esta revocatoria con el fin de evitar la nulidad de lo actuado de 
conformidad con el artículo 133 numeral 6 del CGP, y tener por sustentado el recurso 
para que continúe el trámite del proceso en debida forma.  
 
Mi dirección de notificación registrada en el registro nacional de abogados y la cual 
suministro para todos los efectos del presente proceso es juridica@ale.com.co 
 
 
Atentamente, 
 

 
Luis Alejandro Acuña García 
C.C. 79.242.166 
T.P. 73.252 
Apoderado Prosalud SAS 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Honorable Magistrado 
MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 
Magistrado Ponente 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ -Sala Civil- 
BOGOTÁ, D.C. 
 
 

   Referencia:         ACCIÓN PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR FINANCIERO 
   Demandante:      MAQUILA INTERNACIONAL DE CONFECCIÓN S.A. 
 NORA EUGENIA GÓMEZ GONZÁLEZ 
   Demandado:   ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 

   No Radicación: 110013199003 2018 0121401 

                                          
   Actuación:  SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN 
  
  
 

CLARA ISABEL AGUDELO DE ZÚÑIGA, mayor de edad y vecina de Santiago de Cali, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 41.750.045 expedida en Bogotá, D.C., obrando 

como apoderada especial de la parte Demandante, MAQUILA INTERNACIONAL DE 

CONFECCIÓN S.A. y NORA EUGENIA GÓMEZ GONZÁLEZ, respetuosamente manifiesto 

a usted que por medio del presente escrito y encontrándome dentro del término legal para 

hacerlo, sustento Recurso de Apelación contra la Sentencia Anticipada proferida por la 

Superintendencia Financiera de Colombia, Delegatura para Funciones Jurisdiccionales, en  

Audiencia, a través de la cual la Superintendencia Financiera de Colombia declaró probada la 

Excepción de Transacción 

 
El artículo 327 del Código General del Proceso establece el trámite de la Apelación de 
Sentencias, a saber: 
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“Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, cuando se trate de 
apelación de sentencia, dentro del término de ejecutoria del auto que admite la 
apelación, las partes podrán pedir la práctica de pruebas y el juez las decretará 
únicamente en los siguientes casos: 
… 
Ejecutoriado el auto que admite la apelación, el juez convocará a la audiencia 
de sustentación y fallo. …” [Lo resaltado y subrayado fuera de texto] 

 

Si bien el Despacho no fijó fecha para la Audiencia establecida en el citado artículo, y tampoco ha 

ordenado el traslado para sustentación del Recurso, dado que en la Sala Civil se han tomado diferentes 

posiciones para el trámite respecto de la sustentación del Recurso de Apelación, procedo a sustentar el 

Recurso, el cual fue presentado ante el juzgador de primera instancia en debida forma, sustentándolo de 

manera concreta, clara y precisa, fundamentando cada una de las inconformidades frente al fallo; por 

tal razón, con los argumentos esgrimidos al impetrar el recurso, no existe duda que la apelación quedo 

sustentada. 
 

 
PETICIÓN 

 

Solicito respetuosamente mediante el presente recurso que el superior jerárquico REVOQUE la 

Sentencia Anticipada dictada por la Superintendencia Financiera de Colombia en la 

Audiencia del día de hoy 7 de mayo de 2020, proferida dentro del proceso de las demandantes 

MAQUILA INTERNACIONAL DE CONFECCIÓN S.A. y NORA EUGENIA GÓMEZ 

GONZÁLEZ, contra ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. mediante la cual la Delegatura 

para Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera de Colombia,  declaró 

probado de oficio el fenómeno de la Transacción. 
 
 

La Delegatura fundamenta su fallo en la celebración de los OTRO SI Generales Reglamentarios 

suscritos por mis poderdantes, desconociendo todas las actuaciones y pruebas documentales 

aportadas en el proceso, que precedieron la suscripción de los mismos; ignorando lo 

declarado en el interrogatorio de parte rendido por la representante legal de la sociedad 

Demandada, y principalmente omitiendo dar aplicación a lo ordenado por el Estatuto 

Orgánico del Sistema Financiero y especialmente a lo estipulado en la Circular Externa 24 de 

Julio de 2016, la cual imparte instrucciones en materia de negocios fiduciarios y establece los 

requisitos mínimos para los contratos de fiducia inmobiliaria, y principalmente, emite su fallo 

sin la observancia de los principios generales del Derecho, especialmente el Principio rector de 

la Buena Fe Contractual. 



 Pág. 3 

Constituyen argumentos que sustentan el recurso de apelación, los siguientes: 
  
Si bien es cierto que se celebraron estos Otro Si Generales Reglamentarios que modificaron los 

contratos de Encargo Fiduciario Individual suscritos por mis representadas, desconoció el 

Despacho las pruebas y la confesión de la representante legal de la Demandada que nos llevan a 

demostrar sin lugar a equívocos que mis representadas SI FUERON LLEVADAS A FIRMAR 

ESTOS OTRO SI CON ENGAÑOS; que estos engaños viciaron su consentimiento, y  que 

estos OTRO SI fueron suscritos violando claramente  el principio general del Derecho de la 

buena fe, la transparencia, la debida y correcta información por parte de la entidad 

financiera,  principios que desconoció la Delegatura al proferir el fallo a saber: 
 
 

1. Desconoció, o no valoró la  Delegatura las pruebas que demuestran que desde el 4 de 

Noviembre de 2014, ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. actuó de manera 

DOLOSA, al dar por “VERIFICADAS” unas condiciones que no se habían cumplido 

  

Desconoció, o no valoró la Delegatura que el ordenamiento jurídico colombiano expresa que 
“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los 
postulados de la buena fe, la cual se presumirá́ en todas las gestiones que aquellos adelanten 
ante estas”.  Así, la buena fe se refiere a la confianza, seguridad y credibilidad que otorga la 

palabra dada. [Corte Constitucional, Sentencia C-1194/08: M.P: Dr. Rodrigo Escobar Gil, 2008].   
  
 
La Corte Constitucional, a través de Sentencia T-469 de 1992, preciso ́ el alcance del articulo 83 

de la Constitución Política y las razones de la Asamblea Nacional Constituyente para expedirlo. 

Según dicho pronunciamiento “la buena fe no es un concepto sino un principio general del 
derecho que abarca la totalidad de las relaciones jurídicas.” (Corte Constitucional, Sentencia 

T-469/92 Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero, 1992).  
 
Plenamente probada se encuentra la mala fe, y por que no asegurarlo, el dolo con el que actúo 

ACCIÓN FIDUCIARIA S.A. en todas sus actuaciones previas a la suscripción de los Otro Si 

Reglamentarios. 
 

La Corte Constitucional expuso su alcance en la sentencia C-540-95, señalando que este 

principio supone que todos los hombres actúan desde la buena fe. La relevancia del buen actuar 

frente a las obligaciones que se van a adquirir, pues en caso de que las partes no actúen con 

transparencia, puede generar consecuencias que van desde la no celebración del negocio hasta el 

incumplimiento de las obligaciones, en el caso de consolidarse el contrato;   
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Es así que la buena fe debe estar presente en todo el proceso contractual, desde las 

negociaciones que preceden a la formación del contrato, la celebración, la ejecución y hasta el 

periodo post-contractual, por lo que Neme (2006 ) sostiene que este principio esta ́ presente “in 

extenso”; además dicha presencia se caracteriza por su intensidad durante todas las etapas en 

comento, razón por la cual cuando haya de juzgarse si el comportamiento de las partes se ajusto ́ 
o no a los postulados de la buena fe, ello debe evaluarse de manera integral, revisando su 

aplicacio ́n en todos los momentos del proceso. (Neme Villareal M. L., 2006).  
 
En efecto, el artículo 863 del Estatuto Mercantil expresa que, "Las partes deberán proceder de 
buena fue exenta de culpa en el periodo precontractual, so pena de indemnizar los perjuicios 
que se causen". 
 
Los preacuerdos sustentados en la buena fe, constituyen verdaderas obligaciones para los 

contratantes pues estos acuerdos previos a la celebración del negocio jurídico deben ser 

protegidos; de hecho, deben generar responsabilidad civil;     
 

Reducir su aplicacio ́n solo al perfeccionamiento y ejecución del contrato, sería dejar de lado una 

etapa muy importante, la precontractual, que cumple un papel fundamental en el negocio 

jurídico, porque es este el momento en el que se prepara el “cumplimiento de los deberes 
futuros” (Monsalve Caballero, 2008, pág. 47), con lo que no sólo se podrá desarrollar el 

negocio mismo, sino controlar sus posibles efectos posteriores.  
 
 
2. Desconoció la Delegatura que la Demandada ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA 

S.A., faltó a su deber de información, deber indelegable establecido en la Ley, en el 

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, en la Circular Básica Jurídica, y especialmente 

en la Circular Externa 24 de 2016, que al tenor literal establece en el numeral 2.2.1., las 

normas y principios a considerar de sus Previsiones Generales (2.2.): 
  

Ahora bien, en el caso concreto, ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. faltó a su deber 

indelegable de información. Plenamente probado se encuentra el hecho que ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. faltó a su deber legal de informar a mis representadas los 

siguientes hechos: 

  

2.1. NO informó a mis representadas las modificaciones que realizó al Contrato de Encargo 

de Preventas MR-799,  sino a finales de noviembre de 2014. 
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Para la fecha en la cual la Demandada inició la transferencia de los recursos, esto es, para el 4 

de noviembre de 2014,  no se habían cumplido las condiciones pactadas en el objeto del 

Contrato.  

 

2.2.  NUNCA informó a mis representadas la grave situación por la que atravesaba el 

proyecto, y por el contrario:  

 

2.3.   NUNCA advirtió a mis representadas que con la firma de los OTRO SI reglamentarios, 

esto es, con la supuesta “transacción y desistimiento de cualquier incumplimiento” ellas 

renunciaban a su derecho de demandar las actuaciones dolosas del representante legal de la 

Demandada al suscribir el ACTA DE VERIFICACIÓN, dando por cumplidas unas 

condiciones inexistentes, y realizar la transferencia de los recursos sin el cumplimiento de las 

condiciones pactadas. 
 

2.4.    NUNCA informó ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. a mis representadas que el 

proyecto se descapitalizó en parte porque ella pagó el lote denominado BAXTER, lote donde 

se desarrollaría el proyecto, cuando el aporte de éste era del resorte exclusivo del promotor  
 

2.5.   NUNCA informó la Demandada con anterioridad a la firma de los OTRO SI que sus 

dineros los había transferido tres (3) ANOS antes, sin el cumplimiento de las condiciones, y los 

dineros depositados en el 2016, fueron transferidos con el pleno conocimiento por parte de la 

Fiduciaria que el proyecto presentaba retrasos. 

 

Pruebas suficientemente claras del incumplimiento de la Demanda no solo a su deber 

indelegable de “INFORMACIÓN”, sino, peor aún pruebas contundentes de “su actuar 

indiscutiblemente DOLOSO”. 
 

Dentro del contexto de los fallos emitidos por la Delegatura para Funciones Jurisdiccionales de 

la Superintendencia Financiera se encuentra también expresada su posición frente al “deber de 

información”, el cual, tiene como pilar la necesidad que el consumidor reciba una 

información cierta, veraz y oportuna, a fin de menguar el desequilibrio existente entre las 

entidades financieras con el consumidor financiero. 
 

Ciertamente, en sus consideraciones, la Corte afirma que en tratándose de la 
obligación de información, la mera transgresión de la prestación consistente en 
suministrar datos relevantes para el consumidor es, per se, constitutivo de culpa. 
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De ahí que entre las reglas de competencia y protección al usuario se fijara a las instituciones del 

sector, según la redacción inicial del artículo 98 ordinal cuarto id), el deber de «emplear la 

debida diligencia en la prestación de los servicios a sus clientes a fin de que estos reciban la 

atención debida en el desarrollo de las relaciones contractuales que se establezcan con aquellas 

y, en general, en el desenvolvimiento normal de sus operaciones», así como la prohibición de 
«convenir cláusulas que por su carácter exorbitante puedan afectar el equilibrio del 
contrato o dar lugar a un abuso de posición dominante».  
 
 
 
 

3. Los pronunciamientos de la Corte nos lleva a afirmar que en los Otro Si firmados por mis 
representadas fueron suscritos sin la transparencia y lealtad que exige la Ley y el Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, razón por la que podemos afirmar que nos encontramos 
frente a una CLÁUSULA ABUSIVA;   

 
En los OTRO SI a los Contratos de Encargos Fiduciarios Individuales suscritos por mis 
representadas, claramente y sin lugar a dudas existió un flagrante DOLO; se presentó una 
actitud malintencionada y consciente de parte del representante legal de ACCIÓN SOCIEDAD 
FIDUCIARIA S.A., dado que por un lado informa que se cumplieron las condiciones de 
transferencia y por la otra, exige para la reestructuración del proyecto la obtención de dicho 
crédito.   
 

Manifestó la Demandada en el acápite de los Antecedentes de los OTRO SI suscritos, que el 
Proyecto “cumplió las condiciones de transferencia” -sin que ello fuera cierto- y entre ellas se 
encontraba la aprobación o pre-aprobación de crédito constructor. Sin embargo, estipula como 
condición para la reactivación de las obras “Obtener la constancia de aprobación del crédito 
constructor”   
 

Esta forma o procedimiento de contratar actúa la llamada crisis del sistema. Ya se sabe el 

estribillo: el contrato realiza, en contra de las exigencias de la buena fe, un desequilibrio 

importante de los derechos y obligaciones de las partes en perjuicio del consumidor. 
 
 

4. Simple RENUNCIA A UN DERECHO.  Con el desconocimiento absoluto de todas las 
maniobras engañosas y del actuar doloso del representante legal de ACCIÓN 
SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., que quedó plenamente probado dentro del proceso, 
especialmente con la denuncia penal presentada por ACCIÓN SOCIEDAD 
FIDUCIARIA S.A  contra su representante legal y casi la totalidad del personal de la 
oficina de Cali, mis representadas fueron llevadas a firmar unos OTRO SI contentivos de 
una cláusula donde transaban los incumplimientos pasados, denotando esto que, lo que 
se presenta es la renuncia a un derecho, que nuestro ordenamiento jurídico les otorga. 
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El artículo 72 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, en su primer inciso, se refería a las 

«reglas de conducta de los administradores» pero la modificación del 12 de la Ley 795 de 2003, 

las extendió a las «entidades vigiladas (...) directores, representantes legales, revisores fiscales y 

funcionarios», quienes «deben obrar no solo dentro del marco de la ley sino dentro del 

principio de la buena fe y de servicio al interés público de conformidad con el artículo 335 de 

la Constitución Política», siendo relevante que pasó de hablarse de los «intereses sociales» al 

«interés público de conformidad con el artículo 335 de la Constitución Política». 
 

Lo anterior significa que el ordenamiento jurídico, consciente de su limitación de regular todas 

las relaciones interpersonales, faculta a los ciudadanos de la capacidad de crear, modificar y 

extinguir efectos jurídicos interpartes, y como vehículo para realizarlo, reviste de validez jurídica 

la manifestación de voluntad, siempre y cuando esta no este ́ viciada por error, fuerza o dolo.  
 
 
 

INEXISTENCIA DE LA TRANSACCIÓN. 

 
Sorprende que el Delegado para Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera 

fundamentara su fallo en la existencia del fenómeno de la “TRANSACCIÓN”, desconociendo 

los elementos esenciales para su formación. 
 
Nuestro Código Civil  contempla la Transacción como modo para terminar o prever un litigio 

de manera extrajudicial, en su Título XXXIX, artículo 2469 y ss., en los siguientes términos: 
 

ARTICULO 2469. <DEFINICIÓN DE LA TRANSACCIÓN>. La transacción es un 
contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un 
litigio eventual. 
 

No es transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un derecho que no se 
disputa. 

 
ARTICULO 2476. <NULIDAD DE LA TRANSACCIÓN>. Es nula en todas sus partes 
la transacción obtenida por títulos falsificados, y en general por dolo o violencia. 

 

Es un contrato cuyo elemento esencial son las concesiones recíprocas que cada parte realiza al 

renunciar parcialmente a sus pretensiones, con el propósito de solucionar en forma directa una 

controversia actual o inminente, y así lo ha expresado la Corte Suprema de Justicia en diferentes 

providencias 
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Esta es la circunstancia de la   reciprocidad de concesiones que con tal fin hacen las partes o 

de sacrificios por parte de cada uno de los contratantes, es la que distingue la transacción de la 

simple renuncia de un derecho. 

 

Es indiscutible que la transacción planteada en los Otro Si Generales  Reglamentarios en los 

cuales se fundamenta el fallo,  NO CONSTITUYEN  un contrato bilateral para ACCIÓN 

SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A.,  toda vez que en la misma no se concertó concesiones a su 

cargo, siendo inexistente el requisito de la reciprocidad. 

 

Lo estipulado en el referido documento, incluía tan solo el reconocimiento  por parte de la 

Sociedad PROMOTORA de pagar a favor de la inversionista una tasa de interés   mensual 

sobre los dineros que efectivamente ingresaron al fideicomiso, reconocimiento por parte de la 

Promotora a favor de las inversionistas que tampoco se efectuó, toda vez los locales comerciales 

JAMÁS  fueron escriturados ni  entregados, con lo cual la transacción no produce efecto legal 

alguno, pues de lo contrario significaría la renuncia de derechos, el desistimiento a interponer 

las acciones legales lo cual  constituye  a la luz de nuestro ordenamiento jurídico una  clausula 

abusiva. 

 

 
VALORACIÓN PROBATORIA 

 
Sorprende la afirmación de la Delegatura al manifestar que no se logró probar por las 

demandantes el presunto engaño que viciara su consentimiento para dejar sin efectos lo 

pactado, y por el contrario lo que alumbra tanto del interrogatorio de las actoras como de la 

documental arrimada al proceso es la existencia de una voluntad consciente de las consumidoras 

financieras de llegar a un acuerdo para que se pudiera seguir adelante con el proyecto 

inmobiliario. [Lo resaltado y subrayado fuera de texto] 
 
 
Desconoció de manera total el Delegado las pruebas aportadas con la Demanda, o no las apreció 

con las reglas de la sana crítica como lo establece el artículo 176 del CGP. De la lectura de la 

Sentencia proferida por la Delegatura se desprende que el Delegado se limitó a darle valor 

probatorio aisladamente, sin otorgarle valor alguno a las pruebas aportadas y practicadas en la 

etapa probatoria, pruebas aportadas al descorrer los traslados de la Demandante y de la llamada 

en Garantía y, de los interrogatorios de parte. 
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Sin lugar a dudas la suscrita aportó al proceso suficientes herramientas probatorias para 

determinar el claro incumplimiento de la Demandada ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA 

S.A. por las acciones y omisiones de su representante legal principal (sin limitación alguna) y de 

los empleados de la sucursal (hoy agencia) de la ciudad de Santiago de Cali, acervo probatorio 

que desconoció, que no valoró el Delegado a la hora de proferir el fallo. 

  
Desconoció de manera total el Delegado las pruebas aportadas con la Demanda, o no las apreció 

con las reglas de la sana crítica como lo establece el artículo 176 del CGP. De la lectura de la 

Sentencia proferida por la Delegatura se desprende que el Delegado se limitó a darle valor 

probatorio aisladamente, sin otorgarle valor alguno a las pruebas aportadas y practicadas en la 

etapa probatoria, pruebas aportadas al descorrer los traslados de la Demandante y de la llamada 

en Garantía y, de los interrogatorios de parte. 

 

A lo largo del interrogatorio se desprende que la Promotora no tenía como desarrollar el 

proyecto, y la sociedad Fiduciaria, con engaños llevó a mis representadas a suscribir los OTRO 

SI fundamento del fallo, buscando evitar responsabilidades futuras a su cargo. 

 

 

DERECHO 
 
 

Invoco como fundamento de derecho lo preceptuado por los artículos 320 y ss., Capítulo II, 

Sección Sexta, Título Único. 
 
 

PRUEBAS 
 
 

Ruego tener como pruebas la actuación surtida en el proceso de ACCIÓN DE PROTECCIÓN 

AL CONSUMIDOR FINANCIERO, tanto las documentales como los interrogatorios de parte. 
 
 

COMPETENCIA 
 

La Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, D.C.. es competente para conocer del recurso de 

apelación por encontrarse la primera instancia en la Delegatura para funciones Jurisdicciones de 

la Superintendencia Financiera de Colombia. 
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NOTIFICACIONES 

 
 
La suscrita en la Secretaría de la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá o en: 
 
Dirección:   Calle 8 Oeste No. 36-91 – OF. 1202 / Edificio Nabusimake – Barrio Cristales 
Teléfono:  (310) 470 3715 
Ciudad:   Santiago de Cali 
Correo Electrónico:  ciao.agudeloyasociados@gmail.com 
   agudeloyasociados@gmail.com 
 
 
Las Demandantes: 
 
Maquila Internacional de Confección S.A.: 

Dirección física:  Calle 60 Sur Nro. 43 A -97 Sabaneta 
Teléfono:  PBX: (57-4) 444 28 49 
Correo electrónica:  asisfinanciero@mic.com.co  
 
Nora Eugenia Gómez 
Dirección física:  Calle 60 Sur Nro. 43 A -97 Sabaneta 
Teléfono:  PBX: (57-4) 444 28 49 
Correo electrónica:  dirafmic@gmail.com  
 
 
La Demandada ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 
 
Dirección física:  Calle 85 Nro. 9-65 Bogotá 
Teléfono:   PBX: (57-1) 691 50 90 
Correo electrónica:  notijudicial@accion.com.co 
 
 
Del Honorable Magistrado 
Respetuosamente, 
 
 
 
CLARA ISABEL AGUDELO DE ZÚÑIGA 
C.C. No. 41.750.045 expedida en Bogotá, D,C. 

T.P. No. 29.242 del CSJ. 

 

DIOS ESTA VIVO. DIOS ES MI DEFENSA. SU PRESENCIA ASUME EL MANDO 



 
 
 
 
 
 
 
 
Honorable Magistrado  
MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 
Magistrado Ponente 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ -Sala Civil- 
BOGOTÁ, D.C. 
 
 

   Referencia:         ACCIÓN PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR FINANCIERO 

   Demandante:      ANA CRISTINA ORREGO GÓMEZ  
                                MARÍA PAULA ORREGO GÓMEZ 

   Demandado:   ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 

   No. Radicación: 110013199003 2018 0125501   

                                          
   Actuación: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN 
  
  
 
CLARA ISABEL AGUDELO DE ZÚÑIGA, mayor de edad y vecina de Santiago de 
Cali, identificada con cédula de ciudadanía No. 41.750.045 expedida en Bogotá, 
D.C., obrando como apoderada especial de la parte Demandante, señoras ANA 
CRISTINA ORREGO GÓMEZ y MARÍA PAULA ORREGO GÓMEZ, respetuosamente 
manifiesto a usted que por medio del presente escrito y encontrándome dentro del 
término ordenado por el Despacho  para hacerlo, sustento Recurso de Apelación 
contra la Sentencia Anticipada proferida por la Superintendencia Financiera de 
Colombia, Delegatura para Funciones Jurisdiccionales, notificada mediante incursión 
en estados del día 15 de Abril de los corrientes, a través de la cual este Despacho 
declaró probada la excepción de transacción. 
 
El artículo 327 del Código General del Proceso establece el trámite de la Apelación 
de Sentencias, a saber: 
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“Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, cuando se trate de apelación 
de sentencia, dentro del término de ejecutoria del auto que admite la apelación, las 
partes podrán pedir la práctica de pruebas y el juez las decretará únicamente en los 
siguientes casos: 
… 
Ejecutoriado el auto que admite la apelación, el juez convocará a la audiencia de 
sustentación y fallo. …” [Lo resaltado y subrayado fuera de texto] 
 
  

Si bien el Despacho no fijó fecha para la Audiciencia establecida en el citado 
artículo, en cumplimiento de lo ordenado por el Tribunal en traslado E-35, procedo 
a sustentar el recurso, el cual fue presentado ante el juzgador de primera instancia 
en debida forma, sustentándolo de manera concreta, clara y precisa, fundamentando 
cada una de las inconformidades frente al fallo;  por tal razón, con los argumentos 
esgrimidos al impetrar el recurso, no existe duda que la apelación quedo sustentada. 

  
 

P E T I C I Ó N : 
 

Solicito respetuosamente mediante el presente recurso que la Sala Civil del Tribunal 
Superior de Bogotá  REVOQUE la Sentencia Anticipada dictada por la Delegatura 
para Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera de Colombia de 
fecha catorce (14) de abril de 2020, proferida dentro del proceso de la referencia, 
mediante la cual  declaró probado de oficio el fenómeno de la transacción y en su 
lugar  declare probado el incumplimiento de los contratos de Encargo Fiduciario 
Individual Nos. 1100010258 y 1100010228, por parte de la Demandada ACCIÓN 
SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 
 
 

ANTECEDENTES 
 

1.  Las Demandantes ANA CRISTINA ORREGO GÓMEZ y MARÍA PAULA ORREGO 
GÓMEZ, suscribieron con ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. los contratos de 
Encargo Fiduciario Individual Nos. 1100010258 y 1100010228 respectivamente, para 
la compra de dos locales ubicados en el Centro Comercial MARCAS MALL, proyecto 
que se construiría en la ciudad de Santiago de Cali, en un lote identificado con el 
Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 370-695292.  
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2.  Los contratos suscritos tenían por objeto la administración de los recursos por 
parte de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., consignados por mis representadas, 
con el fin que estos recursos fueran transferidos al Promotor una vez se cumplieran    
las ocho (8) condiciones plasmadas en el contrato  
 

3.  El valor pagado en cada uno de los encargos fiduciarios individuales fue de 
$255.645.000. 
 

4.   El 4 de noviembre de 2014, ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. suscribe el 
ACTA DE VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE REQUISITOS ENCARGO 
FIDUCIARIO DE PREVENTAS PROMOTOR MR-799 MARCAS MALL. 
 

5.  En fecha 07 de Agosto de 2018, las Demandantes ANA CRISTINA y MARÍA 
PAULA ORREGO presentaron Demanda de ACCIÓN DE PROTECCIÓN AL 
CONSUMIDOR FINANCIERO ante la Superintendencia Financiera de Colombia, 
Delegatura para Funciones Jurisdiccionales, fundamentando la Demanda en el 
incumplimiento de las obligaciones contractuales derivadas de los contratos de 
Encargo Fiduciario Individual números 1100010258 y 1100010228 respectivamente, 
suscritos con ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 
 
 

MOTIVACIÓN DEL FALLO Y SU CONGRUENCIA 
 

La Delegatura para Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera de 
Colombia en cumplimiento a lo dispuesto por el Artículo 278 del Código General 
del Proceso profirió “Sentencia Anticipada”, considerando encontrar probado el 
fenómeno de la “TRANSACCIÓN”, por la celebración de los OTRO SI que mis 
representadas suscribieron con ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A.  los días 18 y 
22 de agosto de 2017, manifestando: 
 

“Precisamente en la parte introductoria de estos otrosíes, contenidos a páginas 
66 a 85 derivado 000 (Anexo 3 foliado mecánico número 52 hasta el numero 71), 
se señaló en ambos lo siguiente: 
 
““Entre los suscritos descritos anteriormente hacemos constar que hemos 
celebrado el presente otrosí, que sustituye en todo al contrato de vinculación 
celebrado con anterioridad y sus posteriores Otro sí, quedando todas las 
situaciones regidas por las cláusulas que a continuación se detallan, y en lo no 
previsto en ellas, por las disposiciones legales que correspondan a su 
naturaleza””. 
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Afirmando la Delegatura que: 

 
“… del anterior acuerdo, se extrae que a partir de este otro si, se modificó 
totalmente el negocio jurídico que inicialmente habían celebrado las partes -hoy 
en día ventilado a través de la presente acción de protección al consumidor, en 
cuanto se refiere a las relaciones de las consumidoras financieras con la sociedad 
fiduciaria demandada, en razón a la reestructuración del proyecto Marcas Mall 
que hiciese viable dicho negocio, pactando los extremos contractuales a partir de 
allí, nuevas condiciones que regirían su vínculo contractual hacia el futuro, en 
otras palabras, por acuerdo de voluntades, el contrato Inicial de Encargo 
Fiduciario MR-799, fue objeto de cambio a través de la mencionada transacción. 
Al respecto, se estableció específicamente en el PARÁGRAFO PRIMERO de 
dicho contrato la siguiente cláusula: 
 

“PARÁGRAFO PRIMERO: Las Partes mediante el presente contrato, además de 
pactar las nuevas condiciones y términos del objeto del encargo fiduciario, 
manifiestan que transan, desisten de cualquier incumplimiento surgido con 
ocasión al contrato de encargo fiduciario originario firmado por las partes el día 
Mayo de 2014 y sus posteriores Otrosíes. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO: En contraprestación de la renuncia que hace EL 
INVERSIONISTA, a reclamos por incumplimientos de obligaciones 
correspondientes a negocios jurídicos anteriores, las Partes acuerdan que el 
PROMOTOR pagará al INVERSIONISTA una tasa de interés del 0,75% mensual 
sobre los dineros efectivamente depositados al fideicomiso (…)”. (resaltados 
ajenos al texto).” 

 
 

La Delegatura fundamenta su fallo en la celebración de los OTRO SI Generales 
Reglamentarios suscritos por mis poderdantes, desconociendo todas las actuaciones 
y pruebas documentales aportadas en el proceso, que precedieron la suscripción de 
los mismos; ignorando lo declarado en el interrogatorio de parte rendido por la 
representante legal de la sociedad demandada, y principalmente omitiendo dar 
aplicación a lo ordenado por el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y 
especialmente a lo estipulado en la Circular Externa 24 de Julio de 2016, la cual 
imparte instrucciones en materia de negocios fiduciarios y establece los requisitos 
mínimos para los contratos de fiducia inmobiliaria, y principalmente, emite su fallo 
sin la observancia de los principios generales del Derecho. 
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SUSTENTACIÓN DEL RECURSO 
  
 

Constituyen argumentos que sustentan el recurso de apelación, los siguientes: 
  
Si bien es cierto que se celebraron estos Otro Si Generales Reglamentarios que 
modificaron los contratos de Encargo Fiduciario Individual suscritos por mis 
representadas, desconoció el Despacho las pruebas y la confesión de la 
representante legal de la Demandada que nos llevan a demostrar sin lugar a 
equívocos que mis representadas SI FUERON LLEVADAS A FIRMAR ESTOS OTRO SI 
CON ENGAÑOS; que estos engaños viciaron su consentimiento, y  que estos OTRO 
SI fueron suscritos violando claramente  el principio general del Derecho de la 
buena fe, la transparencia, la debida y correcta información por parte de la entidad 
financiera,  principios que desconoció la Delegatura al proferir el fallo a saber: 
 
 
1. Desconoció, o no valoró la  Delegatura las pruebas que demuestran que desde 
el 4 de Noviembre de 2014, ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. actuó de manera 
DOLOSA, al dar por “VERIFICADAS” unas condiciones que no se habían cumplido, 
tal y como se encuentra plenamente probado con los documentos aportados con la 
demanda [Anexos 7 a folio 0102; Anexo 9, 11 a folio 122; Anexo 13], del interrogatorio de parte 
rendido por la representante legal de la Demandada, en la cual confiesa que esta 
Acta de Verificación contiene afirmación FALSA [Interrogatorio de parte 3:00:30 horas], 
confirmando que ACCIÓN FIDUCIARIA considera que la afirmación FALSA 
contenida en el Acta es un acto fraudulento [Interrogatorio de parte 3:01:23 horas]. El 
representante legal, director de la sucursal de la ciudad de Cali, realizó maniobras 
engañosas, desvío de recursos, relacionados con el proyecto MARCAS MALL, tal y 
como lo denuncia  la dirección general de la Fiduciaria ante la Fiscalía General de la 
Nación [Denuncia Penal, Anexo 3 al descorrer las excepciones de mérito de la Demandada, derivado 024, a folios 042 

a 092 -Folio 59 (faltante de dinero en el FA-2351)]  y se confiesa en el interrogatorio [3:01:42 horas] 
  

 1.1.   Al manifestar en la citada Acta de Verificación que el lote donde se 
desarrollaría el proyecto se encontraba en cabeza de un fideicomiso 
administrado por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., siendo esta 
afirmación absolutamente FALSA, para el 4 de noviembre de 2014 [Ver ANEXO 9 del 

derivado 00 -Demanda-, a folio 111 a 114, anotación 11 del Folio de Matrícula Inmobiliaria 370-695292] 
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 1.2.  Al manifestar en la citada Acta de Verificación que la sociedad 
PROMOTORA MARCAS MALL CALI S.A.S. mediante comunicación del día 4 de 
noviembre de 2014, certificaba que no era necesario el crédito constructor, 
siendo FALSA igualmente esta afirmación, toda vez que la citada certificación 
que aportan como sustento, tiene fecha de 12 de noviembre de 2014 [Ver ANEXO 

13  del derivado 00 -Demanda-, a folio 127] 
 
 1.3. Adicionalmente, en ninguna parte del  proceso se encuentra probado 

que la sociedad Fiduciaria cumplió el punto de equilibrio y por el contrario, la 
suscrita aportó una relación entregada por ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA 
con la que soportaba dicho punto de equilibrio, en Anexo 11 de la Demanda, a 
folios 122 a 124, donde claramente se puede determinar que para la 
determinación del punto de equilibrio ACCIÓN FIDUCIARIA tuvo en cuenta los 
encargos fiduciarios de INVGROUP 18 S.A., que fueron suscritos en el mes de 
diciembre de 2014, esto es, con posterioridad al 4 de noviembre de 2014. Sin 
lugar a dudas se encuentra probado que para el 4 de noviembre de 2014, el 
punto de equilibrio NO se había cumplido. [Ver Anexo 11 de la Demanda -Derivado 00, a 

Folios 122] 
 
El ordenamiento jurídico colombiano expresa el principio de la buena fe desde la 
propia Constitución en el articulo 83 de la Carta Política “Las actuaciones de los 
particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la 
cual se presumirá́ en todas las gestiones que aquellos adelanten ante estas”.  Además, se ha 
definido como aquel que exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar 
sus comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones 
que podrían esperarse de una “persona correcta (vir bonus)”. Así, la buena fe se 
refiere a la confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada. (Corte 
Constitucional, Sentencia C-1194/08: M.P: Dr. Rodrigo Escobar Gil, 2008).   
  

Para la mayoría de los estudiosos del derecho, siempre se presentó a la buena fe 
como uno de los postulados principales del Derecho privado, y en específico, como 
elemento esencial de las relaciones contractuales particulares. Sin embargo, a lo 
largo del desarrollo de los diferentes sistemas jurídicos, se ha visto como está 
presente de forma transversal e ilumina todos los presupuestos normativos que lo 
integran, no solo valorizando en términos éticos la conducta de quienes interactúan, 
sino que asegura un equilibrio o si se quiere, actúa como válvula reguladora de las 
actuaciones, no solo entre los particulares, sino entre estos con el poder público. La 
buena fe es entonces un elemento común de la vida en sociedad, que apropia el 
Derecho en su búsqueda de reequilibrar las nuevas realidades sociopolíticas actuales 
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La Corte Constitucional, a través de Sentencia T-469 de 1992, precisó el alcance del 
articulo 83 de la Constitución Política y las razones de la Asamblea Nacional 
Constituyente para expedirlo. Según dicho pronunciamiento “la buena fe no es un 
concepto sino un principio general del derecho que abarca la totalidad de las relaciones 
jurídicas.” (Corte Constitucional, Sentencia T-469/92 Magistrado Ponente: Alejandro Martínez 

Caballero, 1992).  
 
Así mismo el constituyente estableció la buena fe como un amplio deber de la 
administración, el cual debe identificarse con el animo de servicio y de solución a 
legitimas pretensiones, de manera que su desconocimiento trae consigo una sanción 
acorde a lo que estipule la ley, y que debe ser impuesta luego de abordar todos los 
requisitos probatorios y de haberse desvirtuado suficientemente la buena fe 
presunta de la actuación de una determinada autoridad. (Ospina Sepúlveda, 2010).  
 
Por otra parte, en lo que se refiere a la buena fe en el derecho privado colombiano, 
se establece en especial el texto del artículo 769 del Código Civil según el cual:  

 
“La buena fe se presume, excepto en los casos en que la ley establece la 
presunción contraria. En todos los otros, la mala fe deberá́ probarse”.  

 

La Corte Constitucional expuso su alcance en la sentencia C-540-95, señalando que 
este principio supone que todos los hombres actúan desde la buena fe y en este 
sentido, para las relaciones entre particulares las acusaciones de actuaciones de 
mala fe, deben probarse. La relevancia del buen actuar frente a las obligaciones que 
se van a adquirir, pues en caso de que las partes no actúen con transparencia, 
puede generar consecuencias que van desde la no celebración del negocio hasta el 
incumplimiento de las obligaciones, en el caso de consolidarse el contrato;   
 
En el caso de las relaciones contractuales ha de tenerse en cuenta que la Corte 
Suprema de Justicia ha venido sosteniendo que resulta un pilar básico para su 
constitución. La Corte señala que el principio de buena fe, se identifica, con el actuar 
real, honesto, probo, correcto, apreciado objetivamente, o sea,  
 

“con determinado estándar de usos sociales y buenas costumbres’, no ‘hace 
referencia a la ignorancia o a la inexperiencia, sino a la ausencia de obras 
fraudulentas, de engaño, de reserva mental, astucia o viveza, en fin de una 
conducta lesiva de la buena costumbre que impera en la colectividad, es ‘realidad 
actuante y no simple intención de legalidad y carencia de legitimidad’ y se 
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equipara ‘a la conducta de quien obra con espíritu de justicia y equidad al 
proceder razonable del comerciante honesto y cumplidor’ (cas. civ. Sentencias de 23 
de junio de 1958, LXXXVIII, 234; 20 de mayo de 1936; XLIII, 46 y ss., 2 de abril de 1941, 
LI, 172; 24 de marzo de 1954, LXXXVIII, 129; 3 de junio de 1954, LXXXVII, 767 y ss.)” 
(cas. civ. sentencia de 15 de julio de 2008, exp. 68001-3103-006-2002-00196-01). (Corte 
Suprema de Justicia. Sala Casación Civil. P.M. Wiliam Namén Vargas. Referencia 11001-
3103-002-2003-14027-01).  

 
 
En materia contractual este principio resulta fundamental tanto para los negocios 
jurídicos entre particulares como los que se consolidan en el ámbito publico; es así� 
como el Consejo de Estado maneja el mismo argumento al señalar que este 
principio no puede justificar una actitud de ignorancia o creencia de no causar daño 
al derecho ajeno, ni implica una valoración subjetiva de la conducta o del fuero 
interno del sujeto. Para profundizar en este aspecto, señala el concepto de buena fe 
objetiva como aquella que actúa en materias como la formación (precontrato) y 
ejecución de las obligaciones contractuales, y de ahí� que actué como realización de 
un comportamiento esperado, distinguiendo la buena fe subjetiva por considerarla 
como la convicción interna de las personas (Colombia. Consejo de Estado Sala de Consulta y 

Servicio Civil. Radicado 811 de 1996) (Neme Villareal M, 2009, pág. 59).  
 
Es así que la buena fe debe estar presente en todo el proceso contractual, desde las 
negociaciones que preceden a la formación del contrato, la celebración, la ejecución 
y hasta el periodo post-contractual, por lo que Neme (2006 ) sostiene que este 
principio está presente “in extenso”; además dicha presencia se caracteriza por su 
intensidad durante todas las etapas en comento, razón por la cual cuando haya de 
juzgarse si el comportamiento de las partes se ajustó o no a los postulados de la 
buena fe, ello debe evaluarse de manera integral, revisando su aplicación en todos 
los momentos del proceso. (Neme Villareal M. L., 2006).  
 
El principio de la buena fe ha sido considerado como una regla de conducta para los 
negocios contractuales, que incluye todas las etapas del proceso. Entre estas la 
precontractual que corresponde a los caminos que se recorren previos a la 
celebración del contrato, dado que, en el momento de la aceptación de la oferta, 
puede considerarse como celebrado el contrato.  
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Sin embargo, la responsabilidad civil no inicia a partir de este momento, sino que, 
debe incluirse los perjuicios que se causen a alguna de las partes, ya sea por la 
celebración de un contrato que no pueda ser considerado después válido o por 
generar una confianza acerca de la celebración del mismo, “prolongando de forma 
contraria a la buena fe unas negociaciones que resultarían frustradas” (Bernal Fandiño, 2013, 

pág. 44). En este sentido la buena fe (Arrubla Paucar, 2013), es señalada como un principio 
general que impone a los contratantes un deber especial de comportamiento, 
especialmente a las entidades financieras. 
 
El mencionado principio en el orden privado se constituye como un pilar 
desarrollado en el artículo 1603 del Código Civil, en el que se expresa “Los contratos 
deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en ellos se expresa, 
sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por 
la ley pertenecen a ella” y en el artículo 871 del Código de Comercio, cuando expresa: 
“Los contratos deberán celebrarse y ejecutarse de buena fe y, en consecuencia, obligaran no 
sólo a lo pactado expresamente en ellos, sino a todo lo que corresponda a la naturaleza de los 
mismos, según la ley, la costumbre o la equidad natural” (Largo Taborda, 2012), cobijando no 
sólo lo que se encuentra expresamente pactado, sino lo que se relaciona con la 
naturaleza de lo acordado, así� no se encuentre de manera explicita. De forma 
complementaria, el mismo código consideró que este principio se encuentra 
también en los acuerdos negóciales, es decir, durante las manifestaciones de 
voluntad con efectos jurídicos, que se emiten en el periodo anterior al contrato, 
conocido como precontractual, y cuya consecuencia jurídica consiste en el 
nacimiento, modificación o extinción de un derecho subjetivo. Como ejemplo de 
ello se tiene el precontrato. En efecto, el artículo 863 expresa que, "Las partes 
deberán proceder de buena fue exenta de culpa en el periodo precontractual, so pena de 
indemnizar los perjuicios que se causen". 
 
Los preacuerdos sustentados en la buena fe, constituyen verdaderas obligaciones 
para los contratantes pues estos acuerdos previos a la celebración del negocio 
jurídico deben ser protegidos; de hecho deben generar responsabilidad civil; resulta 
así una forma efectiva de proteger los derechos del otro que pueden resultar 
afectados cuando se desconocen los acuerdos previos que dieron origen a su 
voluntad de contratar, reparación que debe ser integral, porque solo así� puede 
hablarse de una recomposición del equilibrio que puede resultar afectado en el 
presupuesto de desconocer el origen mismo del acuerdo. Aquí radica la importancia 
misma del reconocimiento del principio de la buena fe desde el primer instante del 
acercamiento de las partes, porque constituye un verdadero garante de la seguridad 
para ellas mismas.  
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Reducir su aplicación solo al perfeccionamiento y ejecución del contrato, sería dejar 
de lado una etapa muy importante, la precontractual, que cumple un papel 
fundamental en el negocio jurídico, porque es este el momento en el que se prepara 
el “cumplimiento de los deberes futuros” (Monsalve Caballero, 2008, pág. 47), con lo 
que no sólo se podrá desarrollar el negocio mismo, sino controlar sus posibles 
efectos posteriores.  
 
 

2. Desconoció la Delegatura que la Demandada ACCIÓN SOCIEDAD 
FIDUCIARIA S.A., faltó a su deber de información, deber indelegable establecido en 
la Ley, en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, en la Circular Básica Jurídica, 
y especialmente en la Circular Externa 24 de 2016, que al tenor literal establece en 
el numeral 2.2.1., las normas y principios a considerar de sus Previsiones Generales 
(2.2.): 

  
2.2.1.2. En la celebración de todo negocio, la sociedad fiduciaria debe tener en 
cuenta y observar los deberes que le asisten de acuerdo con lo señalado en el 
artículo 1234 del Código de Comercio, en el artículo 2.5.2.1.1 del Decreto 2555 
de 2010, los principios generales del negocio fiduciario y la jurisprudencia, entre 
otros, los siguientes: 

 
2.2.1.2.1. Deber de información. Con base en el carácter profesional de las 
sociedades fiduciarias, les asiste el deber de informar los riesgos, limitaciones 
técnicas y aspectos negativos inherentes a los bienes y servicios que hacen parte 
del objeto del contrato y de las prestaciones que se les encomienden, de manera 
tal que el cliente debe ser advertido de las implicaciones del contrato, desde la 
etapa precontractual, durante la ejecución e incluso hasta la liquidación del 
mismo. El alcance de esta obligación debe consultar el carácter y conocimiento 
de las partes intervinientes. Este deber implica la obligación de poner en 
conocimiento del cliente las dificultades o imprevistos que ocurran en la 
ejecución del contrato. (Lo subrayado y resaltado fuera de texto) 

 

Ahora bien, en el caso concreto, ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. faltó a su 
deber indelegable de información. Plenamente probado se encuentra el hecho que 
ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. faltó a su deber legal de informar a mis 
representadas los siguientes hechos: 
  

2.1. NUNCA informó a mis representadas las modificaciones que realizó al 
Contrato de Encargo de Preventas MR-799, donde modificaba las condiciones 
de transferencia [Interrogatorio 2:11:20 horas], a saber: 
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(i) Otro Si No.1 de fecha marzo de 2014 [Folio 104, Anexo 8 de la Demanda, del Derivado 00]. 
(ii)   Otro Si No.2 de fecha 21 de mayo de 2014 [Folio 107, Anexo 8 de la Demanda, del 

Derivado 00]. 
(iii)  Otro Si No.3 de fecha octubre de 2014 [Folio 109, Anexo 8 de la Demanda, del Derivado 00]. 
 
Esto es, para la fecha en la cual la Demandada inició la transferencia de los 
recursos, esto es, para el 4 de noviembre de 2014,  no se habían cumplido las 
condiciones pactadas en el objeto del Contrato. [Ver Anexos 1, 2, 8, 9, 11/folio 122, Anexo 

13, de la Demanda, Derivado 00] 
 
2.2.  NUNCA informó a mis representadas la grave situación por la que 
atravesaba el proyecto, y por el contrario:  
(i)   Con el pleno conocimiento de los problemas de la obra informados por el 

interventor en el mes de diciembre de 2015, transfirió los recursos 
aportados por mis representadas en el mes de enero de 2016, que 
ascendían a la suma de $146.613.000, violando así la diligencia y 
cuidado que le exige la ley y la recta administración de estos 
recursos pactada en la Cláusula Primera de los contratos suscritos y 
su deber de protección de los bienes fideicomitidos, estipulado en la 
Circular Externa 24 (Parte II / Titulo II / Capìtulo I2.2.1.2.3); [Interrogatorio Hora 2:23:04]. 

(ii)   El representante legal de la Demandada propició una reestructuración con 
el conocimiento que no se contaba con los recursos; que el proyecto 
presentaba problemas de caja para seguir adelante, como lo confesó la 
representante legal en el interrogatorio [Respuesta a hora: 2:35:15 y 2:38:01] 

(iii)   Llevó a mis representadas a firmas los OTRO SI, con un proyecto 
paralizado desde el año 2016 [Interrogatorio Hora 2:35:15] 

(iv)  Engañando a mis representadas al hacerles creer que existía un comité 
fiduciario, plasmando así la supervisión de dicho comité en los OTRO SI 
reglamentarios, comité que nunca existió. [Interrogatorio Hora 2:55:30] 

 

2.3.  NUNCA advirtió a mis representadas que con la firma de los OTRO SI 
reglamentarios, esto es, con la supuesta “transacción y desistimiento de 
cualquier incumplimiento” ellas renunciaban a su derecho de demandar las 
actuaciones dolosas del representante legal de la Demandada al suscribir el 
ACTA DE VERIFICACIÓN, dando por cumplidas unas condiciones inexistentes, 
y realizar la transferencia de los recursos sin el cumplimiento de las condiciones 
pactadas. 
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2.4. NUNCA informó ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. a mis 
representadas que el proyecto se descapitalizó en parte porque ella pagó el 
lote denominado BAXTER, lote donde se desarrollaría el proyecto, cuando el 
aporte de éste era del resorte exclusivo del promotor [Ver ANEXO 1 al descorrer la 

contestación del Llamado en Garantía -derivado 037, a folio 022] 
 

2.5.  NUNCA informó la Demandada con anterioridad a la firma de los OTRO 
SI que sus dineros los había transferido tres (3) ANOS antes, sin el 
cumplimiento de las condiciones, y los dineros depositados en el 2016, fueron 
transferidos con el pleno conocimiento por parte de la Fiduciaria que el 
proyecto presentaba retrasos. 

 
Pruebas suficientemente claras del incumplimiento de la Demanda no solo a su 
deber indelegable de “INFORMACIÓN”, sino, peor aún pruebas contundentes de 
“su actuar indiscutiblemente DOLOSO”. 
 

Dentro del contexto de los fallos emitidos por la Delegatura para Funciones 
Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera se encuentra también expresada 
su posición frente al “deber de información”, el cual, tiene como pilar la necesidad 
que el consumidor reciba una información cierta, veraz y oportuna, a fin de menguar 
el desequilibrio existente entre las entidades financieras con el consumidor 
financiero. 
 

Sobre este aspecto, dicha entidad en su labor jurisdiccional ha señalado 
reiteradamente en sus fundamentos que: 
 

“(…) el acceso a la información adquiere mayor relevancia si se tiene en cuenta 
que en relaciones de consumo que surgen tanto de este tipo de negocio jurídico 
como de cualquier otro, el derecho de recibir información oportuna, clara, 
precisa e idónea es un derecho del consumidor, cuya prevalencia tiene sus 
cimientos desde la Constitución misma, cuando en su artículo 78 estatuyó que “la 
ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la 
comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su 
comercialización”, postulado que se desarrolló en el título primero de la Ley 
1328 de 2009, específicamente estableciendo un régimen de protección al 
consumidor financiero, en el que se destaca, dentro de la contratación 
financiera, la obligación según la cual la información debe ser “cierta, 
suficiente y oportuna” y en particular que la que “se suministre previamente a 
la celebración del contrato, deberá permitir y facilitar la adecuada comparación 
de las distintas opciones ofrecidas en el mercado” para que “el consumidor 
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comprenda el contenido y funcionamiento de la relación establecida para 
suministrar un producto o servicio”, al punto que el incumplimiento de la 
obligación da derecho al consumidor financiero “de finalizar el contrato sin 
penalidad alguna, sin perjuicio de las obligaciones que según el mismo contrato 
deba cumplir” (artículos 9 y 10). (Sentencia 2014-0073 de la Superintendencia 
Financiera de Colombia) (Lo resaltado y subrayado fuera de texto) 

  
Hacer saber a la contraparte, informar de las circunstancias, cualidades y situaciones 
de hecho sobre el objeto del contrato, el contenido y los efectos de este, entre otros 
elementos, que permiten dentro del periodo precontractual, la determinación de la 
decisión de contratar en las condiciones que permitan satisfacer los propios 
intereses de los contratantes, como también la subsiguiente ejecución del contrato 
orientado al cumplimiento debido de las obligaciones, son postulados de la buena 
fe. (Chinchilla Imbett, 2011, pág. 5).  
 
Mediante un fallo de año 2017, la CSJ abrió las puertas para las imputaciones de 
responsabilidad objetiva frente a las entidades financieras también en el evento de 
incumplimientos al deber de información. 
 
En esta  providencia,  proferida  con  base  en el artículo  21 de la Ley 546 de 1999 
—dado que la época de los hechos impedía la aplicación de la regulación actualmente 
vigente, cual es la contenida en la Ley 1328 de 2009—, la Corte Suprema de Justicia fue 
enfática en afirmar que, en materia de información, la banca tiene una obligación de 
resultado en virtud de la cual debe: 

 
“Suministrar información cierta, suficiente, oportuna y de fácil comprensión para 
el público y para los deudores respecto de las condiciones de sus créditos, en los 
términos que determine la Superintendencia Bancaria…”. 

 
Lo relevante de la providencia, en cualquier caso, es que al calificar la obligación de 
información como una de aquellas que se considera de resultado, introdujo, aunque 
no expresamente, parámetros objetivos de atribución asociados a la valoración de la 
responsabilidad derivada de la omisión de información. 
 

En efecto, aunque el fallo de la CSJ en cuestión nunca hace mención explícita de la 
responsabilidad objetiva o de la aplicación de este régimen a la hora de analizar la 
obligación de indemnización en cabeza de la entidad financiera frente a la infracción 
del deber de información, la forma en la que realiza el análisis corresponde, a no 
dudarlo, a este régimen de responsabilidad. 
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Ciertamente, en sus consideraciones, la Corte afirma que en tratándose de la 
obligación de información, la mera transgresión de la prestación consistente en 
suministrar datos relevantes para el consumidor es, per se, constitutivo de culpa. 
 
Así las cosas, el elemento culpa se entiende configurado por el solo hecho de que 
no se provea toda la información que la entidad financiera está en la obligación de 
proveer, sin que sea necesaria ninguna consideración relativa a la pericia, la 
prudencia o la diligencia observada por la entidad a la hora de suministrar dicha 
información. 
 
En ese sentido, esta Corporación ha sostenido que: 
 

 

(...) debe tenerse en cuenta que ‘a la luz del artículo 335 de la Constitución 
Política la actividad financiera es «de interés público» y que, de acuerdo con 
precedentes jurisprudenciales, ha sido catalogada como un servicio esencial (...) 
 

“Tampoco ha de negarse que las empresas dedicadas a esa labor en principio 
ostentan una posición dominante, pues según se sabe, «la banca en sus diferentes 
manifestaciones es una compleja amalgama de servicio y crédito donde las 
empresas financieras que la practican disponen de un enorme poderío económico 
que ‘barrenando los principios liberales de la contratación’ como lo dijera un 
renombrado tratadista (...), les permite a todas las de su especie gozar de 
una posición dominante en virtud de la cual pueden predeterminar 
unilateralmente e imponer a los usuarios, las condiciones de las operaciones 
activas, pasivas y neutras que están autorizadas para realizar...” (CSJ SC, 30 jun. 
2001, Rad. 1999-00019-01). 

 
 
De ahí que entre las reglas de competencia y protección al usuario se fijara a las 
instituciones del sector, según la redacción inicial del artículo 98 ordinal cuarto id), el 
deber de «emplear la debida diligencia en la prestación de los servicios a sus 
clientes a fin de que estos reciban la atención debida en el desarrollo de las 
relaciones contractuales que se establezcan con aquellas y, en general, en el 
desenvolvimiento normal de sus operaciones», así como la prohibición de «convenir 
cláusulas que por su carácter exorbitante puedan afectar el equilibrio del contrato o dar 
lugar a un abuso de posición dominante».  
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3. Los pronunciamientos de la Corte nos lleva a afirmar que en los Otro Si 
firmados por mis representadas fueron suscritos sin la transparencia y lealtad que 
exige la Ley y el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, razón por la que 
podemos afirmar que nos encontramos frente a una CLÁUSULA ABUSIVA; que  NO 
se realizó transacción alguna, y que lo que mis representadas a conciencia estaban 
“perdonando” era el incumplimiento de la firma de la escritura y la entrega del local, 
como lo afirmaron las Demandantes en repetidas ocasiones en los interrogatorios de 
parte surtidos.  
 
En los OTRO SI a los Contratos de Encargos Fiduciarios Individuales suscritos por 
mis representadas, claramente y sin lugar a dudas existió un flagrante DOLO; se 
presentó una actitud malintencionada y consciente de parte del representante legal 
de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., dado que por un lado informa que se 
cumplieron las condiciones de transferencia y por la otra, exige para la 
reestructuración del proyecto la obtención de dicho crédito. Claramente, la 
demandada no informó a mis representadas que el proyecto se encontraba sin 
recursos por la no existencia del crédito constructor, presentándose esta 
incongruencia en el mismo contenido del texto de los mencionados OTRO SI en los 
que  fundamentó la decisión el Delegado al proferir el fallo. (Ver Anexo 3 de la Demanda -

derivado 00-, folios 53 y 62) 
 
                                                                                    

… 
 

 
 

Manifestó la Demandada en el acápite de los Antecedentes de los OTRO SI 
suscritos, que el Proyecto “cumplió las condiciones de transferencia” -sin que ello fuera 
cierto- y entre ellas se encontraba la aprobación o pre-aprobación de crédito 
constructor. Sin embargo, estipula como condición para la reactivación de las obras 
“Obtener la constancia de aprobación del crédito constructor …” [Ver Anexo 3 de la 

Demanda -derivado 00-, folios 54 y 63]  
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La doctrina y la jurisprudencia han aceptado la existencia de cláusulas abusivas en 
contratos entre particulares e individualmente negociados, “Lo abusivo —o 
despótico— de este tipo de cláusulas que pueden estar presentes en cualquier 
contrato y no solo en los de adhesión o negocios tipo”	(Corte Suprema de Justicia, 2001). 
Por otro lado, surge la enorme confusión de esta figura con la buena fe y el abuso 
del Derecho. Si bien están ligados, no son lo mismo. La violencia vicia el 
consentimiento; el abuso propicia el derecho de indemnización y la buena fe puede 
ser creadora de responsabilidad o de nulidad. 
 

[…] obliga a quien impone el contenido negocial, mayormente cuando el contrato es 
por adhesión o estandarizado, a no abusar de su posición dominante […] porque de lo 
contrario estaría faltando a esa buena fe que le impone el sistema jurídico (Corte 

Suprema de Justicia 2011). 
 
Si bien en esta decisión la Corte Suprema de Justicia analiza la circunstancia de 
violencia económica, la releva a un plano de causa de desequilibrio económico, mas 
no del derecho de corrección, ya que se acerca a la noción de buena fe para 
controlar el hecho de haber un desequilibrio del contrato. 
 

La Superintendencia Financiera adopta una vía parecida a la tomada por la 
Superintendencia de Industria y Comercio. Es de obligatoria referencia la Circular 
Externa 039 de 2011, en la que se establecen reglas sobre cláusulas abusivas con 
fundamento en los Artículos 7 y 11 de la Ley 1328 de 2009, que faculta a la 
Superintendencia Financiera para producir listas negras de cláusulas abusivas.  A su 
turno, cuando una previsión contractual coincide con el supuesto de prohibición de 
la Circular Externa o de la Ley 1328 de 2009, esta será ineficaz de pleno derecho. 
Las mismas observaciones son aplicables sobre la autoridad de Industria y Comercio. 
 

ARTÍCULO 42. CONCEPTO (…). Son cláusulas abusivas aquellas que producen un 
desequilibrio injustificado en perjuicio del consumidor y las que, en las mismas 
condiciones, afecten el tiempo, modo o lugar en que el consumidor puede ejercer sus 
derechos. Para establecer la naturaleza y magnitud del desequilibrio, serán 
relevantes todas las condiciones particulares de la transacción particular que se 
analiza (Ley 1480 de 2011). 
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Se diría que las cláusulas abusivas representan una ventaja para quien las impone y 
una desventaja para quien de buena fe contrata, al no poder desistir de ellas, 
pudiendo ser éstas advertidas, pero cuando son ambiguas se prestan para confundir, 
se corre el riesgo de que su carga prestacional se haga más onerosa, haciendo casi 
imposible el cumplimiento de la obligación 
 

Recordemos que únicamente, y solo las entidades fiduciarias pueden crear, 
constituir, suscribir contratos fiduciarios como los Encargos Fiduciarios, y por tal 
razón son éstas las llamadas a modificarlos siendo inadmisible que, con la obligación 
de actuar leal y de buena fe, de transparencia, de información veraz y correcta, en la 
elaboración de los OTRO SI, la Fiduciaria haya incluido cláusulas de manera dolosa. 
 

A toda luz el PARÁGRAFO PRIMERO de la CLÁUSULA PRIMERA de los OTRO SI 
suscritos con mis representadas, son cláusulas abusivas, que han sido entendidas 
como aquellas previsiones particulares que rompen el equilibrio justo de las 
relaciones privadas, cuyo efecto es, en principio, la ineficacia de pleno Derecho. De 
ahí que sean el abuso del Derecho y la buena fe los referentes históricos y de 
naturaleza jurídica que la doctrina ha acogido en explicación de este tipo anómalo 
de cláusulas. 
 
Las condiciones generales de la contratación significan un procedimiento 
privilegiado para realizar la imposición de cláusulas abusivas. Las debilidades del 
propio mercado se desdoblan en debilidad contractual del consumidor. El 
adquirente de bienes y servicios alcanza sólo a realizar la pesada de las variables 
esenciales del intercambio: precio-contraprestación («la cosa y la causa», art. 1262 CC) 
y abandona en manos de la otra parte la organización de los derechos y 
obligaciones recíprocos que concretan y aseguran (o, mejor dicho, deberían 
concretar y asegurar) la realización efectiva de aquella proporción.  En este sentido 
característico la situación de inferioridad significa dos cosas: falta de información e 
imposición. Como no puede soportar los costes económicos de la información, el 
consumidor no negocia ni consiente el entramado de derechos y obligaciones; 
simplemente se adhiere al paquete cerrado hecho por el profesional o empresario 
(condiciones generales y cláusulas predispuestas). Termina así aceptando a ciegas o 
engañado las decisiones contractuales tomadas por la otra parte en propio interés.   
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Esta forma o procedimiento de contratar actúa la llamada crisis del sistema. Ya se 
sabe el estribillo: el contrato realiza, en contra de las exigencias de la buena fe, un 
desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes en perjuicio 
del consumidor. 
 
 

 
4. Con el desconocimiento absoluto de todas las maniobras engañosas y del 
actuar doloso del representante legal de ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., mis 
representadas fueron llevadas a firmar unos OTRO SI contentivos de una cláusula 
donde transaban los incumplimientos pasados, denotando esto que, lo que se 
presenta es la renuncia a un derecho, que nuestro ordenamiento jurídico les otorga. 
 

El profesor De Castro explicó los peligros de la llamada renuncia a las leyes. Advirtió, 
en particular, que los pactos que excluyen o limitan el Derecho dispositivo significan 
un instrumento apropiado para realizar un perjuicio injustificado de las expectativas 
del consumidor.  
 

La Sala Civil de Casación de la Corte Suprema de Justicia, quien manifestó que “la 
relación de consumo constituye una particular categoría que surge entre quienes se 
dedican profesionalmente a elaborar o proveer bienes o prestar servicios con quien 
los adquiere con el fin de consumirlos, y es precisamente el consumidor, quien, por 
encontrarse en condiciones de vulnerabilidad económica y de desequilibrio, es 
destinatario de una especial protección normativa. 
 
El Derecho de los contratos ha sufrido transformaciones sorprendentes en el intento 
de realizar una protección especial y característica del consumidor. En esta tarea no 
se han escatimado esfuerzos. El contrato se somete, por sistema, a un control de 
calidad o validez que detecta los desequilibrios en perjuicio del consumidor y 
reconduce el intercambio a un orden adecuado, justo o, mejor dicho, ajustado a los 
recíprocos intereses de las partes contratantes. 
 

El Código de Comercio colombiano contempla la indemnización de perjuicios, por 
quien en el ejercicio de sus derechos y en forma abusiva y desproporcionada le haya 
ocasionado daño a otro (art. 831), y prohíbe de igual forma, el enriquecimiento sin 
causa de una de las dos partes en el contrato a expensas del empobrecimiento de la 
otra (Código de Comercio, art. 830).   
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La jurisprudencia también se ha permitido darle reconocimiento a la buena fe, 
refiriéndose a ella como las nuevas tendencias que marcan la interpretación del 
moderno derecho de los contratos. Dicho principio es entendido, en términos 
amplios: 
 

Una exigencia de honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que 
otorga la palabra dada, a la cual deben someterse las diversas actuaciones de las 
autoridades públicas y de los particulares entre sí y ante éstas, la cual se 
presume, y constituye un soporte esencial del sistema jurídico; de igual manera, 
cada una de las normas que componen el ordenamiento jurídico debe ser 
interpretada a luz del principio de la buena fe, de tal suerte que las disposiciones 
normativas que regulen el ejercicio de derechos y el cumplimiento de deberes 
legales, siempre deben ser entendidas en el sentido más congruente con el 
comportamiento leal, fi el y honesto que se deben los sujetos intervinientes en la 
misma. La buena fe incorpora el valor ético de la confianza y significa que el 
hombre cree y confía que una declaración de voluntad surtirá, en un caso 
concreto, sus efectos usuales, es decir, los mismos que ordinaria y normalmente 
ha producido en casos análogos (Corte Constitucional, Sentencia C- 131 de 2004). 

 
  

En este sentido, si bien la jurisprudencia vigente, en virtud de las protecciones al 

consumidor financiero y los deberes procesales probatorios en manos de las 

entidades bancarias, ha impuesto un grado alto de responsabilidad a las entidades 

financieras, continúa haciéndolo con estribo en un análisis de la diligencia predicable 

de la entidad financiera, eso sí, arreciando las exigencias de prudencia, pericia y 

diligencia. 

  
Por un lado, el artículo 72 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, en su 

primer inciso, se refería a las «reglas de conducta de los administradores» pero la 

modificación del 12 de la Ley 795 de 2003, las extendió a las «entidades vigiladas 

(...) directores, representantes legales, revisores fiscales y funcionarios», quienes 

«deben obrar no solo dentro del marco de la ley sino dentro del principio de la 

buena fe y de servicio al interés público de conformidad con el artículo 335 de la 

Constitución Política», siendo relevante que pasó de hablarse de los «intereses 

sociales» al «interés público de conformidad con el artículo 335 de la Constitución 

Política». 
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En cuanto al artículo 98 numeral 4º, si bien fue afectado con el artículo 24 de la Ley 
795 de 2003, se conservó el que las «instituciones sometidas al control de la 
Superintendencia Bancaria, en cuanto desarrollan actividades de interés público, 
deberán emplear la debida diligencia en la prestación de los servicios a sus clientes» 
 
Lo anterior significa que el ordenamiento jurídico, consciente de su limitación de 
regular todas las relaciones interpersonales, faculta a los ciudadanos de la capacidad 
de crear, modificar y extinguir efectos jurídicos interpartes, y como vehículo para 
realizarlo, reviste de validez jurídica la manifestación de voluntad, siempre y cuando 

esta no esté viciada por error, fuerza o dolo.  
 
 
 

INEXISTENCIA DE LA TRANSACCIÓN. 

 
Sorprende que el Delegado para Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia 
Financiera fundamentara su fallo en la existencia del fenómeno de la 
“TRANSACCIÓN”, desconociendo los elementos esenciales para su formación. 
 
Nuestro Código Civil  contempla la Transacción como modo para terminar o prever 
un litigio de manera extrajudicial, en su Título XXXIX, artículo 2469 y ss., en los 
siguientes términos: 
 

ARTICULO 2469. <DEFINICIÓN DE LA TRANSACCIÓN>. La transacción es un 
contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un 
litigio eventual. 
 

No es transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un derecho que no se 
disputa. 

 
ARTICULO 2476. <NULIDAD DE LA TRANSACCIÓN>. Es nula en todas sus partes 
la transacción obtenida por títulos falsificados, y en general por dolo o violencia. 

 

Es un contrato cuyo elemento esencial son las concesiones recíprocas que cada 
parte realiza al renunciar parcialmente a sus pretensiones, con el propósito de 
solucionar en forma directa una controversia actual o inminente, y así lo ha 
expresado la Corte Suprema de Justicia en diferentes providencias: 
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“Conforme a lo expuesto por el artículo 2469 del Código Civil, mediante la transacción 
pueden las partes dar por terminado extrajudicialmente un litigio pendiente o precaver 
un litigio eventual, lo que implica que al celebrar ese acto jurídico las partes 
recíprocamente renuncian parcialmente a un derecho respecto del cual puede surgir o se 
encuentra en curso un litigio”  
 
“Para que exista efectivamente este contrato se requieren en especial estos tres 
requisitos: 1º. Existencia de una diferencia litigiosa aún cuando no se halle sub judice; 
2º. Voluntad e intención manifiesta de ponerle fin extrajudicialmente o de prevenirla, y 3º 
concesiones recíprocamente otorgadas por las partes con tal fin” [Sala de Casación Civil 
CSJ 13 de Junio de 1996. MP Pedro Lafont P.] 

 
“La transacción en sí no es más que un acuerdo para acabar con un litigio, o precaver 
uno futuro, caracterizado porque las partes renuncian a la exclusividad de los derechos 
en disputa y prefieren más bien ceder parcialmente sus aspiraciones recíprocas.   
 
“…Tal libelo, en efecto, revela el acuerdo de voluntades en torno a cómo desearon las 
partes ponerle término al litigio, con las concesiones recíprocas que caracteriza 
convenio semejante, … [Sala de Casación Civil CSJ 26 de Mayo de 2006. MP Manuel 
Isidro Ardila V] 

 

 

Esta es la circunstancia de la   reciprocidad de concesiones que con tal fin hacen las 

partes o de sacrificios por parte de cada uno de los contratantes, es la que distingue 

la transacción de la simple renuncia de un derecho. 
 

Es indiscutible que la transacción planteada en los Otro Si Generales  

Reglamentarios en los cuales se fundamenta el fallo,  NO CONSTITUYEN  un 

contrato bilateral para ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A.,  toda vez que en la 

misma no se concertó concesiones a su cargo, siendo inexistente el requisito de la 

reciprocidad, y así lo confiesa la representante legal de la Demandada al absolver el 

interrogatorio de parte a las 2:53:50 horas de la Audiencia, donde claramente y 

expresamente al ser interrogada por la apoderada de las Demandantes respecto de 

la existencia de “concesiones recíprocas, manifestó: 
 

“NO. El tema de los intereses era un tema del Promotor; no de la Fiduciaria” 
 
 



 Pág. 22 

Lo estipulado en el referido documento, incluía tan solo el reconocimiento  por 
parte de la Sociedad PROMOTORA de pagar a favor de la inversionista una tasa de 
interés del 0,75% mensual sobre los dineros que efectivamente ingresaron al 
fideicomiso, intereses que serían liquidados desde el momento de la suscripción del  
referido Otro Si, hasta la  fecha de la firma de la escritura pública de compraventa o 
de la entrega de los locales comerciales, dichos valores los reconocería la 
promotora a favor de las inversionistas descontándolos o aplicándolos al saldo a 
pagar por el “PROMITENTE COMPRADOR”.  
 
El reconocimiento de los intereses antes mencionados por parte de la Promotora a 
favor de las inversionistas tampoco se efectuó, toda vez los locales comerciales  
JAMÁS  fueron escriturados ni  entregados, con lo cual la transacción no produce 
efecto legal alguno, pues de lo contrario significaría la renuncia de derechos, el 
desistimiento a interponer las acciones legales lo cual  constituye  a la luz de nuestro 
ordenamiento jurídico una  clausula abusiva. 
 
 
 

VALORACIÓN PROBATORIA 

 
Sorprende  la afirmación de la Delegatura al manifestar que “no se logró probar por las 
demandantes el presunto engaño que viciara su consentimiento para dejar sin efectos lo 
pactado, y por el contrario lo que alumbra tanto del interrogatorio de las actoras como de la 
documental arrimada al proceso es la existencia de una voluntad consciente de las 
consumidoras financieras de llegar a un acuerdo para que se pudiera seguir adelante con el 
proyecto inmobiliario.” [Lo resaltado y subrayado fuera de texto] 
 

Desconoció de manera total el Delegado las pruebas aportadas con la Demanda, o 

no las apreció con las reglas de la sana crítica como lo establece el artículo 176 del 

CGP. De la lectura de la Sentencia proferida por la Delegatura se desprende que el 

Delegado se limitó a darle valor probatorio aisladamente, sin otorgarle valor alguno 

a las pruebas aportadas y practicadas en la etapa probatoria, pruebas aportadas al 

descorrer los traslados de la Demandante y de la llamada en Garantía y, de los 

interrogatorios de parte. 
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Sin lugar a dudas la suscrita aportó al proceso suficientes herramientas probatorias 
para determinar el claro incumplimiento de la Demandada ACCIÓN SOCIEDAD 
FIDUCIARIA S.A. por las acciones y omisiones de su representante legal principal (sin 
limitación alguna) y de los empleados de la sucursal (hoy agencia) de la ciudad de 
Santiago de Cali, acervo probatorio que desconoció, que no valoró el Delegado a la 
hora de proferir el fallo. 
 

A lo largo del interrogatorio se desprende que la Promotora no tenía como 
desarrollar el proyecto, y la sociedad Fiduciaria, con engaños llevó a mis 
representadas a suscribir los OTRO SI fundamento del fallo, buscando evitar 
responsabilidades futuras a su cargo. 
 

 
DERECHO 

  
Invoco como fundamento de derecho lo preceptuado por los artículos 320 y ss., 
Capítulo II, Sección Sexta, Título Único.    
 

 
PRUEBAS 

 

Ruego tener como pruebas la actuación surtida en el proceso de ACCIÓN DE 
PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR FINANCIERO, tanto las documentales como los 
interrogatorios de parte. 
  
 

COMPETENCIA  
 
La Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, D.C.. es competente para conocer del 
recurso de apelación por encontrarse la primera instancia en la Delegatura para 
funciones Jurisdicciones de la Superintendencia Financiera de Colombia.  
 
  

NOTIFICACIONES 
  

La suscrita en la Secretaría de la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá o en: 
Dirección:  Carrera 6 No. 3-08 / Barrio San Antonio   
PBX:   (57-2) 893 8042 
Ciudad:  Santiago de Cali 
Correo Electrónico: ciao.agudeloyasociados@gmail.com 
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Mis poderdantes en: 
Dirección:  Carrera 34 No. 13A -253    
PBX:   (57-2)  882 30 40 
Ciudad:  Yumbo (Valle)   
Correo Electrónico: samiraibrahim@calzatodo.com.co 
 

 
  
La Demandada ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. 

Dirección física:   Calle 85 Nro. 9-65 Bogotá  
Teléfono:   PBX: (57-1) 691 50 90  
Dirección electrónica:  notijudicial@accion.com.co 
 
 
 
Del Señor Superintendente Delegado 
Respetuosamente, 
  
  
 
CLARA ISABEL AGUDELO DE ZÚÑIGA 
C.C. No. 41.750.045 expedida en Bogotá, D,C. 
T.P. No. 29.242 del CSJ.  

 
 
 

YO SOY LA PRESENCIA DE DIOS EN ACCIÓN. 
YO HABLO Y ORDENO CON AUTORIDAD 

ESTA APELACIÓN ES PERFECTA. 
 

SEÑOR QUE SE HAGA TU VOLUNTAD. 


























